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C.E.. en virtud de las cuales el «título)) al que dicha norma
se refiere ha de identificarse con un «título académico)).
Por consiguiente. no presentando tal condición el título
requerido para ejercer la profesión de Agente de la Pro­
piedad Inmobiliaria. no puede calificarse de delito de
intrusismo la conducta de quien realizare los actos pro­
pios de dicha profesión careciendo de la capacitación
oficial que para ello se requiere.

Trasladando la anterior doctrina el presente caso. es
evidente que al condenar al hoy recurrente de amparo
como autor del delito de intrusismo tipificado en el citado
precepto legal. las Sentencias aquí impugnadas han lle­
vado a cabo una aplicación extensiva in malam partem
del término «título)) contenida en dicho precepto. Apli­
cación extensiva que. como se ha dicho en la STC
111/1993. no constituye una cuestión de mera lega­
lidad ordinaria -y. por tanto. atribuida con carácter exclu­
sivo a los órganos jurisdiccionales- sino que. por el con­
trario. entra de lleno en el contenido constitucional del
principio de legalidad penal. Todo lo anterior conduce
a la estimación del presente recurso de amparo por vul­
neración del arto 25.1 C.E. y a declarar la nulidad de
las Sentencias condenatorias del hoy recurrente dictadas
en el procedimiento abreviado núm. 72/91 por el Juz­
gado de lo Penal núm. 1 de Alicante y la Sección Primera
de la Audiencia Provincial de la misma ciudad.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CoNSTITUCiÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Juan Pascual
Guerín Pulcrano y. en su virtud:

1.o Reconocer el derecho del recurrente a no ser
condenado por un hecho que no sea constitutivo de
delito.

2.0 Declarar la nulidad de la Sentencia dictada por
el Juzgado de lo Penal núm. 1 de Alicante de 13 de
abril de 1992. así como de la pronunciada por la Sécción
Primera de la Audiencia Provincial de Alicante. de fecha
14 de octubre de 1992. que confirmó en apelación
la anterior. recaídas en el procedimiento abreviado
núm. 72/91 Ycondenatorias del ahora recurrente.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado)).

Dada en Madrid. a veinticinco de abril de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Luis López Guerra.-Eugenio
Díaz Eimil.-José Gabaldón López.-Julio Diego González
Campos y Caries Viver i Pi-Sunyer.-firmados y rubri­
cados.

12314 Sala Segunda. Sentencia 124/1994. de 25
de abril de 1994. Recurso de amparo
2.903/1992. Contra Sentencia dictada por el
T.S.J. de Andalucía. en autos de reclamación
de pensión de invalidez. Supuesta vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva: prin­
cipio de contradicción procesal.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil. don Jose Gabaldón López. don Julio Diego

González Campos y don Caries Viver i Pi-Sunyer. Magis­
trados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.903/92. interpuesto
por don Juan Muñoz Cañas. representado por el Pro­
curador don Antonio Andrés García Arribas y asistido
del Letrado don Luis Zumalacárregui. contra la Sentencia
dictada por la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía (Sevilla) el 23 de octubre de
1992. Han comparecido el Ministerio Fiscal yellnstituto
Nacional de la Seguridad Social (I.N.S.S.). representado
por el Procurador don Luis Fernando Alvarez Wiese. Ha
sido Ponente el Magistrado don Luis López Guerra. quien
expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 27 de
noviembre de 1993. don Antonio Andrés García Arribas.
Procurador de los Tribunales. en nombre y representa­
ción de don Juan Muñoz Cañas. interpone recurso de
amparo contra la Sentencia de la Sala de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía. con sede en
Sevilla. de 23 de octubre de 1992.

2. Los hechos que dan lugar a la presente demanda
de amparo son. en síntesis. los siguientes:

a) El 14 de enero de 1988. el ahora recurrente.
formuló demanda ante la jurisdicción laboral solicitando
como petición principal que se le reconociese la situación
de invalidez permanente en Qrado de incapacidad abso­
luta con derecho a la prestación correspondiente y. sub­
sidiariamente. la pensión inherente a una incapacidad
permanente total. La Magistratura de Trabajo núm. 2
de Jerez de la Frontera en Sentencia. de 23 de febrero
de 1988. estimando la pretensión principal. declaró que
se hallaba afecto de una incapacidad permanente abso­
luta con derecho a percibir una pensión vitalicia equi­
valente al cien por ciento de su base reguladora.

b) Contra la misma el Instituto Nacional de la Segu­
ridad Social y la Tesorería General de la Seguridad Social
interpusieron recurso de suplicación. oportunamente
impugnado por el actor. Sin embargo. el Tribunal Central
de Trabajo dictó Auto declarando que el recurso pro­
cedente era el de casación y remitió las actuaciones
al Tribunal Supremo.

Como parte recurrente únicamente se personó ~I
I.N.S.S. que formalizó el recurso invocando un solo motl­
vo -la aplicación indebida del arto 135.5 de la Ley Gene­
ral de la Seguridad Social-. pero sobre la base de unas
secuelas ajenas a los hechos declarados probados en
la Sentencia de instancia. El demandante lo impugnó
resaltando que dificilmente podía revocarse la Sentencia
al aducirse una argumentación que nada tenía que ver
con lo discutido en el pleito y referida al parecer a un
procedimiento distinto.

Modificado por la Ley 7/1989 el ámbito del recurso
de casación. el Tribunal Supremo en Auto de 15 de
diciembre de 1989 acordó remitir lo actuado a la Sala
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Anda­
lucía para que adoptara la resolución procedente.

c) Por providencia de 17 de julio de 1992 la Sala.
advertido un error material deslizado en el recurso. acor­
dó subsanarlo requiriendo al I.N.S.S. la presentación de
copia del recurso verdadero Y. una vez recibida. tras­
ladarla a la parte recurrida a efectos de su impugnación.

Sin dar oportunidad de impugnarlo. la Sala de lo
S09ial en Sevilla del Tribunal Sup~rior de Justicia de
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Andalucía, en Sentencia de 23 de octubre de 1992,
estimó el recurso de suplicación, revocó la resolución
recurrida y absolvió a los demandados.

3. La demanda de amparo se dirige contra esta reso­
lución por conculcar el derecho a la tutela judicial efec­
tiva sin indefensión (art. 24.1 de la C.E.). Se argumenta,
en síntesis. que entraña indefensión dictar Sentencia sin
previamente trasladar a la parte recurrida el «recurso
verdadero)) a fin de que pudiera impugnarlo.

Interesa, por ello, la nulidad de la decisión recurrida.

4. El 28 de enero de 1993 el demandante de ampa­
ro registró en este Tribunal nueva documentación rela­
tiva a su recurso.

I

5. Por providencia de 29 de marzo de 1993. la Sec­
ción acordo solicitar del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía y del Juzgado de lo Social núm. 2 de Jerez
de la Frontera las correspondientes actuaciones judi­
ciales.

6. Por providencia de 18 de junio de 1993, la Sec­
ción acordo admitir a trámite el presente recurso, con
los correspondientes efectos legales.

7. Por escrito registrado el 21 de julio de 1993 el
Procurador don Luis Fernando Alvarez Wiese. en nombre
y representación del I.N.S.S.• solicitó que se le tuviera
por personado y parte en este proceso constitucional.

8. Por providencia de 20 de septiembre de 1993
la Sección acordó tener por personado al señor Alvarez
Wiese. en nombre y representación del I.N.S.S. y dar
vista de las actuaciones judiciales remitidas a las partes
personadas y al Ministerio Fiscal por el plazo común
de veinte días para que en el mismo formularan las ale­
gaciones pertinentes.

9. El 4 de octubre de 1993 presentó el demandante
su escrito de alegaciones. en el que daba por repro­
ducidos los argumentos contenidos en su escrito de for­
malización de recurso de amparo.

10. El 7 de octubre de 1993 presentó su escrito
de alegaciones el señor Alvarez Wiese, en nombre y
representación del I.N.S.S., en el que afirmaba abste­
nerse de realizar impugnación del recurso de amparo
por entender que el I.N.S.S. había actuado regularmente
en el proceso en cuestión.

11. El 18 de octubre de 1993 registró sus alega­
ciones el Ministerio Fiscal. en las que interesaba que
el amparo fuera denegado.

La razón de ello es que. a su iuicio, la impugnación
del recurso interpuesto por el I.N.S.S., ya se efectuó por

.el ahora demandante de amparo en un primer momento.
es decir, antes de que el Tribunal Supremo hubiera remi­
tido los autos al Tribunal Superior de Justicia de Anda­
lucía. ante el propio Tribunal Supremo. Por ello no resul­
taba preciso· dar a la parte recurrida la oportunidad de
formular nuevo escrito de impugnación desde la pers­
pectiva de la posible indefension que se pudiera producir.

12. Por providencia de 21 de abril de 1994, se seña­
ló para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 25 del mismo mes.

11. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo tiene por objeto
determinar si la Sentencia impugnada ha vulnerado el
derecho reconocido en el arto 24.1 C.E. en su manifes­
tación de derecho a que las resoluciones judiciales sean
dictadas respetando los principios de contradicción y
de audiencia bilateral. Según afirma el demandante. la
Sentencia ahora recurrida fue dictada «conculcando
reglas procesales, instrumentales del derecho a la tutela

judicial efectiva sin indefensión, con resultado lesivo para
este derecho constitucional (art. 24 C.E.))). toda vez que
no se le dio traslado. a efectos impugnatorios. de diversos
documentos presentados por eII.N.S.S., como r~currente

en suplicación, en fase de subsanación de defectos abier­
ta por el correspondiente Tribunal Superior de Justicia.
Afirma que para que el principio de contradicción pueda
llegar a materializarse es preciso el deber judicial previo
de garantizar- la misma. mediante las oportunas citacio­
nes y notificaciones orientadas a que aquél sea satis­
fecho. las cuales. en la medida en la que se orientan
a garantizar el ejercicio del derecho de audiencia bilateral
adquieren relevancia constitucional (STC 114/1986).

2. Como reiteradamente ha sostenido este Tribunal
el derecho a la tutela judicial efectiva comporta la nece­
sidad de que nunca se produzca indefensión. lo que sig­
nifica que en todo proceso ha de respetarse el derecho
ala defensa contradictoria de las partes c;ontendientes
mediante la oportunidad de alegar y probar sus derechos
e intereses (SSTC 4/1982, 48/1984. 237/1988.
57/1991.231/1992). pues ello es una exigencia de
los principios de contradicción y audiencia bilateral. que
son básicas manifestaciones del derecho reconocido en
el art. 24.1 C.E. (STC 191/1987. por todas).

Por ello. no puede ser justificada una resolución judi­
cial dictada inaudita parte más que en el caso de incom­
parecencia por voluntad expresa o tácita. o por negli­
gencia imputable a la parte que pretende hacer valer
ese derecho fundamental (SSTC 112/1987 y 251/1987).
De este modo. se ha afirmado que un órgano judicial
que no permite a una parte en el curso de un proceso
alegar lo que crea oportuno en su defensa, o replicar
dialécticamente las posiciones contrarias. en los térmi­
nos contemplados por las normas procesales. incurre
en violación del principio de contradicción y. por ende.
en denegación de tutela judicial sin indefensión
(STC 1/1992). En concreto. ya ha habido ocasión de
reconocer que el mencionado principio queda vulnerado
por haberse ignorado el escrito impulJnatorio presentado
en relación a un recurso de suplicaCión. si ello no puede
imputarse a la voluntad expresa o tácita de la parte
recurrida. en perjuicio de la cual no pueden repercutir
los posibles errores en la tramitación del proceso
(STC 231/1992).

Preciso es también recordar. por último. que. como
este Tribunal ha afirmado con reiteración, Para que exista
vulneración del derecho reconocido en el art. 24.1 C.E.,
no basta el mero incumplimiento formal de normas pro­
cesales. sino que del mismo ha de derivarse un perjuicio
material para el interesado. esto es, ha de tener una
repercusión real sobre sus posibilidades efectivas de
defensaJ contradicción. pues no toda infracción o irre­
gularida procesal cometida por los órganos judiciales
provoca. en todos los casos, la eliminación o discrimi­
naci6n sustancial de los derechos que corresponden a
las partes en el proceso (SSTC 35/1989. 52/1989.
145/199~61/1992~ ,

3. Para resolver el caso presente y determinar si
en el mismo se produjo o no la falta de contradicción
aleQada. dada la complejidad de lo sucedido. es con­
veniente ahora reconstruirlo. a partir de los datos que
obran en las actuaciones judiciales correspondientes: El
Juzgado de lo Social (entonces Magistratura de Trabajo)
número '2 de Jerez dictó el 23 de febrero de 1988 Sen­
tencia estimatoria de la pretensión del señor Muñoz
Cañas, ahora demandante en amparo. declarándolo en
situación de invalidez permanente absoluta. Esta Sen­
tencia fue recurrida en suplicación ante el Tribunal Cen­
tral de Trabajo por el I.N.S.S. y por la Tesorería General
de la Seguridad Social (T.G.S.S.) el 18 de abril de 1988.
Este recurso fue notificado al Letrado del señor Muñoz
Cañas, quien lo impugnó en escrito -fechado el 2 de
mayo siguiente. El día 4 del mismo mes se remitieron
los autos al Tribunal Central de Trabajo, pero éste. por
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entender que el asunto no era de su competencia. dado
que el recurso que en realidad procedía era el de casa­
ción y no el de suplicación. lo declaró así el 12 de julio
de 1988. devolviendo los autos al Juzgado de lo Social,
el cual lo hizo saber así a las partes, Indicándoles que
podían ahora interponer recurso de casación para ante
el Tribunal Supremo; y, en razón de ello, de nuevo el
I.N.S.S. y la T.G.S.S. anunciaron su recurso de casación
ante el Tribunal Supremo, remitiéndose por ello los autos
al Tribunal Supremo, por parte del mencionado Juzgado
de lo Social, el 8 de septiembre de 1988. Ante el Tribunal
Supremo sólo compareció el I.N.S.S., -no la T.G.S.S.­
que formalizó su recurso en el plazo concedido al efecto
pero cometiendo un error material, como fue el de coser
a la prill')~ra hoja del recurso -correcta-, dos más que,
por manifiesto error material. correspondían a otro recur­
so distinto. No obstante, ese escrito fue trasladado a
la parte recurrida. que. en su escrito de impugnación
(de 6 de septiembre de 1989) puso de manifiesto la
posible confusión existente en relación a la incoherencia
del recurso.

El Tribunal Supremo no llegó a dictar Sentencia sobre
el fondo. sino que. a la vista del informe del Ministerio
Fiscal y de la modificación legal producida en medio
del trámite (la Ley de Bases de Procedimiento Laboral)
se decl.aró incompetente a su vez -por Auto de 15 de
diciembre de 1989- y remitió las actuaciones al Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía (Sevilla). El Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía. por providencia de
17 de julio de 1992, advirtió el error material en cuanto
al texto del recurso antes referido y pidió al I.N.S.S. que
lo subsanara entregando el recurso verdadero, acordán­
dose también en la misma providencia dar traslado del
recurso aut~ntico, cu~ndo se recibiera, a la parte recurri­
da para su Impugl1aclón. El Letrado del I.N.S.S. dió cum­
plimiento a lo que se requirió de la si!¡luiente manera:
volvió a aportar el mismo recurso erroneo que en su
día f~e aportado ante el Tribunal Supremo y, a conti­
n~acl.ón, y sin mayor matiz, el de suplicación que ori­
ginariamente fue presentado -por el I.N.S.S. y la T.G.S.S.
para ant~ el 1"ribunal Central de Trabajo en el Juzgado
de lo SOCial numo 2 de Jerez.

A partir de ese escrito, y sin más trámite -tampoco
e! de dar traslado para impugnación a la parte recurrida­
dictó el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía Sen­
tencia en la que estimaba el recurso interpuesto por
el I.N.S.S. y la T.G.S.S., reconociendo. en los anteceden­
tes, que se. produjo impugnación. ~el recurso. De este
modo, el Tribunal Superior de Justicia tuvo materialmen­
te como el verdadero recurso de casación, convertido
en suplicación. el texto del primitivamente presentado
ante. el Juzgado de lo Socia! núm. 2 de Jerez para ante
e.1 Tribunal Central de TrabaJO, y sobre ese texto realizó.
Sin duda alguna, su Sentencia estimatoria.

. 4:. El demand~nte alega. que el principio de contra­
dl~clón no fue sat!~fecho ya que. abierto el referido trá­
mite de subsanaclon de defectos, se aportó una docu­
men.taci~n, que considera nueva, por el recurrente en
suphca~lón, el I.N.S.S., de la que no se le dio traslado.
Es d~clr, la censura formulada por el demandante no
consiste exactamente en que no se le hubiera dado tras­
lado en su momento del escrito de formalización del
re~urso de suplicación primitivo o del de casación pos­
t~rlor d~ mod~ que no lo hubiera podido impugnar. No
niega ni uno ni otro extremo (y, a la vista de las corres­
pondien.tesact~aciones judicia}es. call')o se ha expuesto.
resulta incuestionable que aSI fue), SinO que denuncia
que no se le hubiera dado traslado del escrito final de
subsana~i~n prese.ntado por el Letrado qell.N.S.S.

El Ministerio Fiscal, por el contrario, entiende que
la falta de traslado del recurso hecha por el Tribunal
S.uperior. de Justicia de Andalucía carece de trascenden­
claen este caso, pues desde un punto de vista material
no se vulneró el principio de contradicción ya que de
hecho, al demandante se le dio traslado en ún moménto

anterior del texto del recur~o de casación y se pronunció
s~~re él, re~ult!'lndo, pues, Intrascendente, desde el prin­
CipiO constitucional ahora examinado, que se le hubiera
dado nuevo traslado.

5. En todC? caso! ,lo que h~y que tener particular­
ment~ en co!:,slderaclon flo es solo que se diera traslado
al senor Munoz del escrito defectuoso de interposición
del recurso que se presentó ante el Tribunal Supremo
si,:!o que también ~nsu día se le dio traslado -al tra:
mltarse por vez primera el recurso de suplicación ante
el Juzgado de lo Social de Jerez para ante el Tribunal
Central de Trabajo- del texto del recurso que fue a la
postre resuelto y estimado por el Tribunal Superior de
J~sticia de .Andalucía. el cual se impugnó, dandose la
Circunstancia trascendente de que ambos textos eran
idénticos. En suma. el señor Muñoz tuvo a la vista pudo
impugnar y de hecho así lo hizo, los dos textós con
los que el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía
contó para dictar su Sentencia, y ese Tribunal. sin duda
contaba con esos escritos de impugnación por hallarsé
unidos a las actuaciones judiciales que estaban en su
poder. Por lo tanto, hay que entender que desde un
punto de vista estrictamente material no hubo falta de
contradicción en cuanto a la cuestión de fondo debatida.
El Tribunal Superior de Justicia ad quem evidentemente
asumió como recurso el texto del primitivo recurso de
suplicaciófl. sobre el que en l;)fecto ~e pronunció, y ha
de conclUirse forzosamente que levo y tuvo en cuenta
el mencionado escrito de impugnación; no sólo porque
así lo hizo constar. en los antecedentes, sino porque,
como se ha advertido. ese escrito de hecho estaba en
las actuaciones.

Ciertamente, podría -ahora alegarse que la nueva cir­
cunstancia procesal creada, y la extraña apariencia de
los textos remitidos por eII.N.S.S. en fase de subsanación
como recurso tal vez podría haber dado lugar a efectuar
nuevas alegaciones por la parte recurrida y ahora deman­
dante de amparo. Sin embargo, lo cierto es que esa
parte no ha puesto de manifiesto ni en el escrito de
formalización del recurso de amparo, ni en la posterior
fase de alegaciones, qué había cambiado en efecto que
justificase un nuevo traslado de esos escritos que ya
conocía y sobre los que se pronunció, es decir, si cabía
de hecho realizar nuevas ale9acionés cuya obstrucción
debida al órgano judicial hubIera llevado a concluir que
resultase materialmente vulnerado el principio de con­
tradicción. El demandante no lo ha hecho así. limitándose
a denunciar el incumplimiento formal por el órgano judi­
cial de un auto del mismo que ordenaba que se le diese
traslado del escrito de subsanación presentado por el
recurrente. Pero. aunque hubiera sido quizás procesal­
mente más afortunado haber efectuado el traslado, su
falta no ha significado en este caso una merma material
del principio de contradicción, que, en lo sustancial. ha
quedado satisfecho.

Por ello, procede desestimar el presente recurso de
amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del

Estadoll.

Dada en Madrid, a veinticinco de abril de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Luis López Guerra.-Eugenio
Díaz Eimil.-José Gabaldón López.-Julio Diego González
Campos.-Garles Viver i Pi-Sunyer.-Firmados y rubri­
cados.


